
 

SIGMA 

República de Colombia 

Rama Judicial 

Jurisdicción Contenciosa Administrativa de La Guajira 

Juzgado Segundo Administrativo Mixto del Circuito de Riohacha 

 

Correo Memoriales de procesos radicados: j02admctorioha@cendoj.ramajudicial.gov.co 
Calle 7 No 15 – 58 - Oficina 406 

Palacio de Justicia 
Teléfono: (5) 7272443 
Celular: 3137081288  

Riohacha – La Guajira 
 

 

 
 

TRASLADO DE EXCEPCIONES  
 

 
 

 

Hoy,  primero (01) de febrero de dos mil veintidos (2022), a las ocho de 
la mañana (8:00 am.), se corre traslado a la parte demandante por el 
termino establecido en lo dispuesto en el artículo 175 parágrafos No. 2 
del C.P.A.C.A de las EXCEPCIONES, presentada en la contestación de 
la demanda, dentro del proceso que se tramita por el Medio de Control 
NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO promovido por 
MIGUEL ALONSO GARCÍA ROMANI contra UNIDAD 
ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y 
CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN SOCIAL - 
UGPP radicado bajo N° 44-001-33-40-002-2020-00035-00. 
 
Lo anterior de conformidad con lo dispuesto en el artículo 175 
parágrafos No. 2 del C.P.A.C.A en concordancia con el 110 del Código 
General del Proceso. 
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CONTESTACION DEMANDA MIGUEL ALFONSO GARCIA ROMANI PROCESO No.
44001334000220200003500

PAULA INIRIDA MARTINEZ PERDIGON <pmartinezp@ugpp.gov.co>
Vie 21/01/2022 11:55
Para:  Juzgado 02 Administrativo - La Guajira - Riohacha <j02admctorioha@cendoj.ramajudicial.gov.co>
CC:  juridico 78 <bigdatanalyticsas@gmail.com>; MARTHA ISABEL SIERRA ESTEBAN <msierra@ugpp.gov.co>; Seguimiento
Comunicaciones de salida <seguimiento.comunicacionesdesalida@ugpp.gov.co>; Cliente Unidad de Gestión Pensional y
Parafiscales - Katerine Alexandra Uribe Rodriguez <katerine.uribe@4-72.com.co>

Honorable Juez

Dra. KELLY JOHANNA NIEVES CHAMORRO

JUZGADO SEGUNDO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO DE RIOACHA

RIOHACHA – LA GUAJIRA

Cordial saludo.

En atención a las disposiciones emitidas por el Consejo Superior de la Judicatura en el Decreto 806 de 2020,
atentamente radico contestación de la demanda y poder junto con sus correspondientes anexos, para que me sea
reconocida personería jurídica para actuar como apoderada judicial de la Unidad de Gestión Pensional y Parafiscales
UGPP, en los términos del poder conferido para representar los intereses de la entidad en el siguiente proceso:

MEDIO DE CONTROL:   NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO

DEMANDANTE: MIGUEL ALFONSO GARCIA ROMANI

DEMANDADA:  UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y DE PARAFISCALES DE LA
PROTECCIÓN SOCIAL – UGPP.

RADICACIÓN: 44001334000220200003500 

Anexos antecedentes administrativos:

https://drive.google.com/drive/folders/1zrwG_b8vewOJxeKGpgW-38eFp1-meuot?usp=sharing 

Con copia a la parte demandante 

Se anexan dos archivos en pdf

Agradezco la confirmación de lectura

https://nam02.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fdrive.google.com%2Fdrive%2Ffolders%2F1zrwG_b8vewOJxeKGpgW-38eFp1-meuot%3Fusp%3Dsharing&data=04%7C01%7Cj02admctorioha%40cendoj.ramajudicial.gov.co%7C117105ab704b4ae3750208d9dcfed694%7C622cba9880f841f38df58eb99901598b%7C0%7C0%7C637783809367155440%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C3000&sdata=Xv16OVuIxkhl%2BDWDDl26hC0lYm9auKp%2FCAvUXuK7pMU%3D&reserved=0
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--  
PAULA INIRIDA MARTINEZ PERDIGON 
Profesional Especializado 
Subdirección Defensa Judicial Parafiscales 
Av. Calle 26 No. 69B - 45 piso 2° Bogotá D.C. 
Teléfono: (571) 4237300 Ext.1431 
pmartinezp@ugpp.gov.co 
www.ugpp.gov.co 

Aviso de Confidencialidad: La información contenida en este correo

electrónico y sus anexos contiene información de carácter confidencial

de La Unidad de Pensiones y Parafiscales que se encuentra dirigida en

forma exclusiva al destinatario del mismo para su uso, quien se

encuentra obligado a mantener reserva sobre toda la información aquí

contenida. Si usted es lector de este mensaje pero no su destinatario, le

informamos que no podrá usar, retener, imprimir, copiar, distribuir o

hacer público su contenido, pues de hacerlo podría tener consecuencias

legales como las contenidas en la Ley 1273 de 2009 y todas las que le

apliquen. Si ha recibido este correo por error, le agradecemos informarlo

a contactenos@ugpp.gov.co y borrarlo de su sistema. Las opiniones

que contenga este mensaje son exclusivas de su autor, y no

necesariamente representan la opinión oficial de La Unidad. El remitente

no aceptará responsabilidad alguna por daños causados por cualquier

virus que pueda contener este correo. 

Aviso de Confidencialidad: La información contenida en este correo electrónico y sus anexos contiene información de carácter confidencial

de la UGPP que se encuentra dirigida en forma exclusiva al destinatario del mismo para su uso quien se encuentra obligado a mantener

reserva sobre toda la información aquí contenida. Si usted es lector de este mensaje pero no su destinatario, le informamos que no podrá usar,

retener, imprimir, copiar, distribuir o hacer público su contenido, pues de hacerlo podría tener consecuencias legales como las contenidas en la

Ley 1273 de 2009 y todas las que le apliquen. Si ha recibido este correo por error, le agradecemos informarlo a cdsti@ugpp.gov.co y borrarlo

de su sistema. Las opiniones que contenga este mensaje son exclusivas de su autor, y no necesariamente representan la opinión oficial de

la UGPP. El remitente no aceptará responsabilidad alguna por daños causados por cualquier virus que pueda contener este correo.
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Recepción de correspondencia: 
   
Avenida Carrera 68 No 13-37  
(Bogotá, D.C.) 
 
Centro de Atención al Ciudadano 
Centro Comercial Multiplaza 
Calle 19 A # 72 – 57 
Locales B-127 y B-128 
Lunes a Viernes 8:00 a.m. a 5:00 p.m. 
Sábados 9:00 a.m. a 1:00 p.m. 

Línea Gratuita Nacional: 018000 423 423 
Línea fija en Bogotá: (1) 4926090 
Lunes a viernes de 6:00 am a 9:00 pm. 

Honorable Juez 

Dra. KELLY JOHANNA NIEVES CHAMORRO 

JUZGADO SEGUNDO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE RIOACHA 

RIOHACHA – GUAJIRA 

 

REFERENCIA: PODER 

MEDIO DE CONTROL:   NULIDAD Y REESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

DEMANDANTE: MIGUEL ALFONSO GARCIA ROMANI 

DEMANDADA: UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y   

DE PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN SOCIAL – UGPP. 

RADICACIÓN: 44001334000220200003500 

 

CLAUDIA ALEJANDRA CAICEDO BORRAS, identificada con la Cédula de Ciudadanía No. 30.740.347 de Pasto - 
Nariño, actuando en mi condición de Subdirectora General 0040-24 de la planta de personal de la UNIDAD 
ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE LA 
PROTECCIÓN SOCIAL, ubicado en Subdirección Jurídica de Parafiscales de la Dirección Jurídica, según obra en la 
Resolución de Nombramiento No. 379 de 31 de marzo de 2020, Acta de Posesión No. 32 de 04 de mayo de 2020 y 
Resolución de Delegación de Funciones de Representación Judicial y Extrajudicial de la Entidad No. 018 del 12 de 
enero de 2021, a través del presente escrito manifiesto que confiero poder especial amplio y suficiente a la Doctora 
PAULA INIRIDA MARTINEZ PERDIGON, mayor de edad, abogado en ejercicio, identificado como aparece al pie de 

su firma, con el fin de que en nombre de la UGPP, presente contestación al Medio de Control de la referencia, conteste 
solicitudes de medida cautelar, descorra los traslados de los recursos, asista a las audiencias, instancias y etapas 
procesales que haya lugar a surtir, así mismo para que se notifique, presente recursos y en general ejerza la 
representación y defensa de los intereses de la Unidad demandada, para lo cual solicito al H. Despacho, se le reconozca 
Personería Jurídica para actuar. 

 

Mi apoderado queda facultado para que represente a la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN 

PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN SOCIAL – UGPP, en los términos y 

condiciones previstos en el artículo 77 del CGP.  

 

Conforme a lo dispuesto en el artículo 197 de la ley 1437 de 2011 y los artículos 2 y 5 del decreto 806 de 2020, se 

solicita al despacho notificar todas las actuaciones procesales al correo electrónico 

notificacionesjudicialesugpp@ugpp.gov.co y al correo del apoderado judicial de la entidad.  

 

Cordialmente;  

 

 

CLAUDIA ALEJANDRA CAICEDO BORRAS 

C. C. No. 30.740.347 de Pasto  

T. P. No. 72.063 del Consejo Superior de la Judicatura 

Correo Electrónico: ccaicedob@ugpp.gov.co  

Acepto,  

 

PAULA INIRIDA MARTINEZ PERDIGON 

C.C. No. 20677897 de La Calera 

T.P. No. 122327 del Consejo Superior de la Judicatura 

Correo Electrónico: pmartinezp@ugpp.gov.co 

Celular: 3204480624

 







                                                                                                                                                                                       

                                                                                                                                                   
 

 
UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES  

PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN SOCIAL 
UGPP 

 

  
ACTA DE POSESIÓN No. 32                                                                                        FECHA: 04 DE MAYO DE 2020 

 

En la ciudad de Bogotá D.C., y atendiendo lo señalado en el Decreto 491 de 28 de marzo de 2020 que establece 

medidas especiales en el marco del Estado de Emergencia Económica Social y Ecológica, se hizo presente, a través 

de la herramienta Google Hangouts Meet, ante el Director de Soporte y Desarrollo Organizacional, la doctora CLAUDIA 

ALEJANDRA CAICEDO BORRÁS identificada con la cédula de ciudadanía número 30.740.347, con el fin de tomar 

posesión del cargo de Subdirector General 0040-24 de la planta de personal de la Unidad Administrativa Especial de 

Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social, ubicado en Subdirección Jurídica de 

Parafiscales de la Dirección Jurídica. 

  

El carácter del nombramiento es ordinario, en virtud de lo dispuesto en la Resolución No. 379 del 31 de marzo de 2020. 

 

La posesionada juró cumplir la Constitución y la Ley, prometiendo atender fiel y lealmente los deberes propios del cargo, 

de acuerdo con lo ordenado por el artículo 122 de la Constitución Política, manifestando bajo la gravedad de juramento 

no incurrir en causal alguna de inhabilidad general o especial, de incompatibilidad o prohibición alguna establecida en 

la Ley 4ª de 1992 y demás disposiciones vigentes para el desempeño de empleos públicos. 

 

Revisados los soportes de la hoja de vida se verificó que cumple con los requisitos y el perfil exigido para el desempeño 

del cargo, establecidos en el Manual Específico de Funciones y Competencias Laborales de la Unidad y cuenta con 

tarjeta profesional de Abogada No. 72063. 

 

Se entrega copia de las funciones correspondientes.  

 
 
 

 
FIRMA DEL POSESIONADO                                       FIRMA DE QUIEN DA POSESIÓN 

Revisó: Francisco Britto/ Leonardo Ortiz Mendieta  
Elaboró: Paola Vidales Cuestas 
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Bogotá D.C., 21 de January de 2022

Honorable Juez
Dra. KELLY JOHANNA NIEVES CHAMORRO
JUZGADO SEGUNDO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO DE RIOACHA
E-MAIL: j02admctorioha@cendoj.ramajudicial.gov.co
RIOHACHA – GUAJIRA

                       
REFERENCIA: CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA
MEDIO DE CONTROL:   NULIDAD Y REESTABLECIMIENTO DEL 
DERECHO
DEMANDANTE: MIGUEL ALFONSO GARCIA ROMANI
DEMANDADA: UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN 
PENSIONAL Y  DE PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN SOCIAL – UGPP.
RADICACIÓN: 44001334000220200003500

PAULA INIRIDA MARTINEZ PERDIGON, mayor edad, con domicilio en esta ciudad, identificada 

con la cédula de ciudadanía No. 20.677.897 y Tarjeta Profesional de Abogado No. 122.327 del 

Consejo Superior de la Judicatura, en mi calidad de Apoderada Especial de la entidad 

demandada UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y 
CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN SOCIAL – UGPP –, según poder 

conferido por la Dra. CLAUDIA ALEJANDRA CAICEDO BORRAS, actuando en su condición 

de  Subdirector General 040 - 24 de la Subdirección Jurídica de Parafiscales de la Dirección 

Jurídica, conforme a las resoluciones No. 379 del 31 de marzo de 2020, No. 688 del 04 de agosto 

de 2020 y acta de posesión No. 32 de fecha 04 de mayo  de 2020, por medio del presente escrito 

procedo a contestar el medio de control de Nulidad y Restablecimiento del Derecho formulado 

por el Dr. MILTON GONZALEZ RAMIREZ, en calidad de apoderado judicial del señor 

MIGUEL ALFONSO GARCIA ROMANI, identificado con la C.C. No. 8779465, de conformidad 

con el artículo 175 del C.P.A.C.A con fundamento en lo siguiente:  

I. A LAS PRETENSIONES

Conforme a las consideraciones de orden fáctico y jurídico que se expondrán en la presente 

contestación, en forma respetuosa manifiesto a su Honorable Despacho Señor Juez, que la 

Unidad se OPONE a todas y cada una de las declaraciones y pretensiones formuladas en el 

escrito de demanda, toda vez que la entidad que represento actuó en ejercicio de las facultades 

y funciones establecidas en la Ley y conforme a las disposiciones especiales vigentes al 

momento de expedir los actos administrativos objeto de la presente demanda, los que se 

encuentran investidos de la presunción de legalidad que no logra quebrantar la parte actora, ni 

con los hechos, ni con los fundamentos jurídicos, como tampoco de índole probatorio allegado 

al libelo, esto es:

Radicado: 2022110000129661

*2022110000129661*
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1. A la declaratoria de nulidad de la LIQUIDACIÓN OFICIAL RESOLUCIÓN No. RDO-M-483 
del 01 de noviembre de 2018, por medio de la cual se profiere liquidación oficial por 

inexactitud en las autoliquidaciones y pagos al Sistema de Seguridad Social Integral – SSSI-, 

al señor MIGUEL ALFONSO GARCIA ROMANI, identificado con la C.C. No. 8779465 y se 

sanciona por la conducta de inexactitud. 

2. A la declaratoria de nulidad de la Resolución No. RDC-2019-02573 del 26 de noviembre de 

2019, por medio de la cual se resuelve el Recurso de Reconsideración interpuesto contra la 

RESOLUCIÓN No. RDO-M-483 del 01 de noviembre de 2018

3. Me OPONGO a que se restablezca el derecho y se declare la firmeza de las declaraciones 

del año 2015.  

II. A LOS HECHOS DE LA DEMANDA

AL HECHO PRIMERO: ES CIERTO

La Subdirección de Determinación de Obligaciones de la Dirección de Parafiscales mediante 
Requerimiento de Información radicado No. RQI-2017-001511 del 7 de julio de 2017, solicitó 
información y documentos necesarios para verificar la adecuada, completa y oportuna liquidación 
y pago de las contribuciones parafiscales del Sistema de Protección Social por los periodos de 
enero a diciembre de 2015. El requerimiento de información fue notificado por correo el día 14 
de febrero de207, como se evidencia en la guía de correo certificado No. RN791922482CO 
emitida por Servicios Postales Nacionales S.A. 4-72.

AL HECHO SEGUNDO: ES CIERTO

La Subdirección de Determinación de Obligaciones de la Dirección de Parafiscales, mediante 
Requerimiento para Declarar y/o Corregir No. RCD-M-8 del 28 de marzo de 2018, propone al 
señor MIGUEL ALFONSO GARCIA ROMANI que “por los periodos enero a diciembre de 2015 
modifique y pague los aportes como cotizante al Sistema de Seguridad Social Integral- SSSI, por 
cuanto se evidenció que conforme a su declaración del impuesto sobre la renta y 
complementarios por el año gravable 2015 presentó inexactitud en las autoliquidaciones y pagos 
a los subsistemas de salud y pensiones”. El requerimiento fue notificado por correo el día 9 de 
abril de 2018, como se evidencia en la guía de correo certificado No. RN928397096CO emitida 
por Servicios Postales Nacionales S.A. 4-72.

AL HECHO TERCERO: ES CIERTO

Mediante los Radicados No. 201840032069222 del 9 de julio de 2018 y No. 201870012099692   
del 11 de julio de 2018, el aportante dio respuesta al Requerimiento para Declarar y/o Corregir 
No. RCD-M-8 del 28 de marzo de 2018.

AL HECHO CUARTO: ES CIERTO
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La Subdirección de Determinación de Obligaciones profirió Liquidación Oficial Resolución 
No. RDO-M-483 del 01 de noviembre de 2018, al señor MIGUEL ALFONSO GARCIA 
ROMANI, por inexactitud en las autoliquidaciones y pagos al Sistema de Seguridad Social 
Integral – SSSI-, y sanción por la conducta de inexactitud. 
La citada resolución fue enviada por correo electrónico el día 6 de noviembre de 2018, de 
conformidad con el certificado de entrega CertiMail con ID de mensaje No 
30F566C96CA17301BE0616392536F62AC3F36115. De conformidad con lo anterior la 
Liquidación Oficial fue notificada al aportante el 19 de noviembre de 2018.

AL HECHO QUINTO: ES CIERTO

Mediante los escritos radicados bajo los No. 2019400300123942 del 15 de enero de 2019 
y 2019400300130802 del 16 de enero de 2019 el señor MIGUEL ALFONSO GARCIA 
ROMANI, identificado con la cédula de ciudadanía 8.779.465, presentó recurso de 
reconsideración contra la Resolución RDO-M-483 del 01 de noviembre de 2018, por medio 
de la cual la Subdirección de Determinación de Obligaciones de la Dirección de Parafiscales, 
profirió liquidación oficial inexactitud en las autoliquidaciones y pagos al Sistema de 
Seguridad Social Integral – SSSI- en los periodos de enero a diciembre a de 2015, por la 
suma de CINCUENTA Y TRES MILLONES SESENTA Y NUVE MIL SESISCIENTOS 
OCHENTA PESOS M/CTE ($53.069.680) e impuso una sanción por inexactitud en la suma 
de TREINTA Y DOS MILLONES SEISCIENTOS SETENTA Y DOS MIL TRESCIENTOS 
NOVENTA Y TRES PESOS M/CTE ($32.672.393).

AL HECHO SEXTO: ES CIERTO

La Dirección de Parafiscales de la UGPP, mediante la RESOLUCIÓN No. No. RDC-2019-
02573 del 26 de noviembre de 2019, resuelve recurso de reconsideración interpuesto contra 
la Resolución No. RDO-M-483 del 01 de noviembre de 2018.                                                                                  

III. ARGUMENTOS DE DEFENSA

Como metodología a utilizar, la estructura de la contestación de la presente demanda es la 
siguiente: 

1. Proposición de excepciones previas.

2. Del Sistema de la Protección Social – Sensibilización frente a la obligatoriedad de 
afiliación y pago de aportes al Sistema de la Protección Social. 

3. Desarrollo de todos y cada uno de los planteamientos formulados por el demandante 
en el capítulo 4. “FONDO DEL ASUNTO” y 5. “DISPOSICIONES QUEBRANTADAS”  

4. 6. “CONCEPTO DE VULNERACION” Fundamentos de hecho y de derecho

5. OPOSICIÓN A LAS PRUEBAS SOLICITADAS POR EL DEMANDANTE

1. PROPOSICIÓN DE EXCEPCIONES PREVIAS.

INEPTITUD SUSTANTIVA DE LA DEMANDA

CARENCIA ACTUAL DE OBJETO Y ASUNTO NO SUCEPTIBLE DE CONTROL JUDICIAL
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Honorable Juez, la UNIDAD en aplicación a lo ordenado en el parágrafo segundo del artículo 

244 de la Ley 1955 de 2019, adicionado por el artículo 139 de la Ley 2010 de 2019, mediante 

la Resolución N° RDO-2020-M-04287 del 11 de noviembre de 2020, revoco parcialmente y 

de forma oficiosa la Liquidación Oficial N° RDO-M-483 del 01 de noviembre de 2018.

La anterior revocatoria fue notificada en forma electrónica al demandante el día 19 de marzo 

de 2021, así:

La decisión de la administración tuvo como razón única y principal, la aplicación del esquema 

de presunción de costos contenida en la Resolución N° 209 de 2020, por medio de la cual la 

UNIDAD adoptó el esquema de presunción de costos para los trabajadores independientes 

por cuenta propia y los trabajadores independientes con contratos diferentes a prestación de 

servicios personales conforme a su actividad económica. 
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Así las cosas, al encontrar la Administración que la aplicación del esquema de presunción de 

costos le era más favorable al señor MIGUEL ALFONSO GARCIA ROMANI, procedió de 

conformidad:

El nuevo IBC., es:

Lo anterior, disminuye los ajustes determinados y la sanción de inexactitud.  Se hace 
necesario recalcular el valor de aportes adeudados al Sistema General de Seguridad Social, 
aplicando las tarifas de Ley al “IBC REVOCATORIA” y considerando los pagos reconocidos 
en la etapa de discusión del proceso de Determinación, configurando la conducta y valores a 
pagar con destino al Sistema de la Seguridad Social, así:

En virtud de los ajustes realizados al monto de los aportes adeudados al Sistema General de 

la Seguridad Social, se hizo necesario modificar las sanciones impuestas, así:
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En consideración a lo anterior, en la parte resolutiva de la Resolución N° RDO-2020-M-04287 
del 11 de noviembre de 2020, se determinó:

Honorable Juez, la presente excepción se propone siguiendo la línea jurisprudencial del 

Honorable Consejo de Estado1, que ha señalado que al ser revocado el acto administrativo 

primario se crea una nueva situación jurídica particular y concreta, la cual es demandable ante 

la jurisdicción contencioso-administrativa, ejerciendo el medio de control judicial 

correspondiente. 

Además, que dentro del presente asunto el demandante plantea su inconformidad 

precisamente sobre lo atinente a la causación y deducibilidad de los costos causados en cada 

uno de los periodos del año 2015, pero que al igual, en sede administrativa no prueba lo 

pedido, no existe prueba que lleve al convencimiento pleno y verificable que se cumplan las 

1  - Auto N° 13001-23-33-0002015-00122-01 (22303) del Consejo de Estado – 08 junio 2017  Ley 
1437 2011 – artículo 93 y 95  
- Auto 25 de febrero de 2010, Exp. 17001-23-31-000-2009-00078-01(17852), Actor: JUAN CARLOS 
QUINTERO MARTINEZ, Sección Cuarta, M.P. William Giraldo Giraldo; 23 de octubre de 2014, Exp. 
25000-23-41-000-2014-00674-01,  Actor: INGEOVISTA LIMITADA, Sección Primera, MP. Guillermo 
Vargas Ayala y fallo de 1º de octubre de 2009, Exp. 730012331000200400214 01 (17218), Actor: 
ALMACENES JOE'S LIMITADA, Sección Cuarta, MP. Héctor J. Romero Díaz.
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exigencias del artículo 107 del Estatuto Tributario; siendo entonces al ser más beneficioso 

para la aplicación del esquema de presunción de costos, no existe objeto de estudió.

Los antecedentes administrativos respecto de la revocatoria directa se pueden ubicar en la 

Carpeta REVOCATORIA DIRECTA, al igual que su notificación en la carpeta 7Zip 

Con base en todo lo anterior, solicito al despacho declarar la INEPTITUD SUSTANTIVA DE 
LA DEMANDA.

1. DEL SISTEMA DE LA PROTECCIÓN SOCIAL - SENSIBILIZACIÓN FRENTE A LA 
OBLIGATORIEDAD DE AFILIACIÓN Y PAGO DE APORTES AL SISTEMA.  

El artículo 48 de la Constitución Nacional elevó a rango constitucional el Derecho 
irrenunciable a Seguridad Social, el cual debe ser garantizado a todos los habitantes del 
territorio y cuya cobertura será ampliada en forma progresiva. Así mismo establece que el 
Estado garantizará los derechos, la sostenibilidad financiera y respetará los derechos 
adquiridos. 

La seguridad social es un derecho fundamental y un servicio público cuya obligatoria 
prestación debe asegurar el Estado. Este derecho exige la existencia de sistemas de 
seguridad social que brinden protección frente a (i) la falta de ingresos ya sea 
por enfermedad, invalidez, maternidad, accidente laboral, vejez o muerte de un 
familiar; (ii) gastos excesivos de atención de salud; (iii) apoyo familiar insuficiente, en 
particular para los hijos y los familiares dependientes, los cuales, además de estar disponibles 
deben prever prestaciones que permitan asegurar a los beneficiarios una vida digna, ofrecer 
cobertura universal –con énfasis en los grupos más desfavorecidos o marginados-, 
contar con reglas proporcionales y trasparentes de acceso y permanencia, contemplar costos 
asequibles, así como escenarios de participación y de difusión de información, y ser 
accesibles físicamente. (2) 

Fue así como en desarrollo del artículo 48 de la C.P. se expidió la Ley 100 de 1993, con la 
finalidad  de introducir un sistema unificado de Seguridad Social con el que se brindará una 
cobertura integral frente a las contingencias antes señaladas, con énfasis en la que 
menoscaban la salud y la capacidad económica, con este sistema también se buscó fortalecer 
la sostenibilidad financiera del sistema, aumentar su cobertura, en especial para los más 
vulnerables, mejora la eficiencia en el manejo de los recursos. 

Conforme a lo previsto en el artículo 2 de la Ley 100, la seguridad Social se prestará con 
sujeción entre otros a los siguientes principios: eficiencia  - mejor utilización social y 
económica de los recursos administrativos, técnicos y financieros disponibles, para que los 
beneficios que da la seguridad social sean prestados en forma adecuada, oportuna y 
suficiente; Universalidad - Garantía de protección todas las personas, sin discriminación y 
en todas las etapas de la vida; solidaridad - entendida como la ayuda mutua entre personas, 
bajo el principio del más fuerte hacía al más débil; integralidad que hace referencia a la 
cobertura de todas las contingencias que afectan la salud, la capacidad económica y en 
general las condiciones de vida de toda la población. 

En conclusión, la seguridad Social es entendida como el conjunto de Instituciones, normas y 
procedimientos de los que disponemos las personas y la comunidad para gozar de calidad 
de vida, mediante el cumplimiento progresivo de los planes y programas del Estado y la 

2 Corte Constitucional Sentencia C - 504 del 16 de julio de 2014. M.P. Dr. Jorge Ingancio Pretelt. 
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misma sociedad, para facilitar una cobertura integral de las contingencias que en un momento 
determinado pude padecer un ser humano y con los cuales se busca lograr el bienestar del 
individuo. 

En relación con el principio de solidaridad, la H. Corte Constitucional en sentencia C- 124 de 
2004, señaló que “En relación con el principio de solidaridad  ha dicho la Corte que este 
implica que todos los que participan en el sistema de seguridad social tienen el deber de 
contribuir a su sostenibilidad, equidad y eficiencia, lo cual explica que sus miembros deban, 
en general, cotizar, no sólo para poder recibir los distintos beneficios, sino para preservar el 
sistema en su conjunto.”  

Es así como “a la seguridad social se le reconoce un carácter expansivo y no excluyente, que 
a partir de la solidaridad e igualdad, busca llevar prosperidad y bienestar a todos los sectores 
de la población, en particular a los más desprotegidos; propósito que depende en gran medida 
de las circunstancias políticas, económicas y jurídicas existentes, del compromiso de los 
gobiernos y del adecuado manejo que se haga de los recursos que sean apropiados y 
dispuestos para el cumplimiento de ese fin.” (3) 

 “La seguridad social en Colombia es esencialmente solidaridad social. No se 
concibe el sistema de seguridad social sino como un servicio público solidario; y 
la manifestación más  integral y completa del principio constitucional de 
solidaridad es la seguridad social. La seguridad social es, en la acertada definición 
del preámbulo de la Ley 100 de 1993, el conjunto de instituciones, normas y 
procedimientos de que dispone la persona “y la comunidad”, para que, en 
cumplimiento de los planes y programas que el Estado y “la sociedad” desarrollen, 
se pueda proporcionar la “cobertura integral de las contingencias, especialmente 
las que menoscaban la salud y la capacidad económica”, con el fin de lograr el 
bienestar individual y “la integración de la comunidad”: 

 La seguridad social como esfuerzo mancomunado y colectivo, como propósito 
común en el que la protección de las contingencias individuales se logra de mejor 
manera con el aporte y la participación de todos los miembros de la comunidad. 
En un sistema de seguridad social, aquellos siniestros  que generan un riesgo que 
amenaza el mínimo vital (la falta de ingresos en la vejez o en la invalidez, el súbito 
desempleo, la ausencia imprevista de un generador de ingresos en el hogar, una 
enfermedad catastrófica no anticipada), y que no pueden ser cubiertos o 
atenuados a través de un simple esfuerzo individual o familiar, se atienden o 
cubren por la vía de la suma de muchos esfuerzos individuales, esto es, de un 
esfuerzo colectivo. Por supuesto que el principio solidario no es absoluto, y su 
aplicación debe matizarse con la de otros principios y valores, como el de 
sostenibilidad, el de eficiencia y el de garantía de los derechos fundamentales. De 
lo contrario, el sistema de seguridad social sería inoperante e inviable. Pero no 
cabe duda que la seguridad social sólo existe como desarrollo del principio 
solidario, sólo es posible gracias a él, y está concebido para hacerlo realidad.” 

Para el logro de los anteriores principios y objetivos, el Congreso de Colombia expidió la Ley 789 de 
2002, mediante el cual busca, entre otras cosas, ampliar la protección social y con ello disminuir la 
vulnerabilidad y a mejorar la calidad de vida de los colombianos, especialmente de los más 
desprotegidos, es así como en el el artículo 1° de la Ley 789, se definió el Sistema de la Protección 
Social, como: 

 “(…) el conjunto de políticas públicas orientadas a disminuir la 
vulnerabilidad y a mejorar la calidad de vida de los colombianos, 

3 Sentencia c- 655 de 2003 Corte Constitucional.
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especialmente de los más desprotegidos. Para obtener como mínimo el 
derecho a: la salud, la pensión y al trabajo.

 El objeto fundamental, en el área de las pensiones, es crear un sistema 
viable que garantice unos ingresos aceptables a los presentes y futuros 
pensionados.

En salud, los programas están enfocados a permitir que los colombianos 
puedan acceder en condiciones de calidad y oportunidad, a los servicios 
básicos”.

Entendiendo que la disposición normativa del sistema de la Protección Social es el 
conjunto de políticas públicas orientadas a disminuir la vulnerabilidad y a mejorar la 
calidad de vida de los colombianos, especialmente de los más desprotegidos, para 
obtener como mínimo los derechos a la salud, la pensión y al trabajo. 

Para hacer efectivos estos postulados y garantizar el acceso de la población a la 
seguridad social, existe en nuestro ordenamiento jurídico una serie de contribuciones 
parafiscales, que buscan recursos para hacer efectivos los derechos a la salud, el 
trabajo, la pensión y la vivienda. Por consiguiente y atendiendo a lo expuesto hasta 
el momento puede definirse que el concepto de Contribuciones Parafiscales en 
materia de Seguridad Social Integral, comprende aquel grupo de Tributos que están 
dirigidos a satisfacer una serie de derechos fundamentales mínimos, tales como, la 
salud, la pensión, el Trabajo, y otras garantías del orden Constitucional que procuran 
mejorar el Bienestar de los Ciudadanos Colombianos, que adicionalmente se 
constituyen en un componente Solidario, propio de un Estado Social de Derecho.

El concepto de “protección social” que manejó el Congreso de la República en la Ley 
789 de 2002 resulta ser distinto de aquel de “seguridad social”, por cuanto, aquél es 
simplemente un conjunto de políticas públicas orientadas a disminuir la vulnerabilidad 
y a mejorar la calidad de vida de los colombianos, especialmente de los más 
desprotegidos, para obtener como mínimo los derechos a la salud, la pensión y al 
trabajo; por el contrario, la seguridad social es, a su vez, un servicio público, y un 
derecho irrenunciable de toda persona, que adquiere el carácter de fundamental por 
conexidad, cuando resulten afectados derechos tales como la salud, la vida digna y la 
integridad física y moral, entre otros.

Sistema que se encuentra financiado principalmente por las contribuciones 
parafiscales de la protección social, que se “refieren a los aportes con destino al 
sistema de seguridad social integral conformado por el sistema General de Seguridad 
Social en Salud, Pensiones y riesgos Laborales, y a los establecidos con destino al 
Servicio Nacional de Aprendizaje SENA, al Instituto Colombiano de Bienestar familiar 
ICBF y al Régimen de Subsidio Familiar.”

Bajo estos preceptos normativos y jurisprudenciales expuestos en este acápite, 
exponemos la función social que cumplen la UGPP al determinar el adecuado 
completo y oportuno pago de las contribuciones parafiscales de la protección social, 
en salvaguarda de derechos de terceros a la salud, pensión, riesgos laborales; 
logrando el aseguramiento efectivo de los riesgos derivados  de la actividad laboral, 
y su garantía de protección a la vejez; recursos estos que reiteramos no ingresan al 
presupuesto nacional, sino que van dirigidos directamente al propio sistema  de 
seguridad social a fin de financiar servicios con calidad en oportunidad a la población 
más vulnerable de la sociedad.
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2. FRENTE AL “FONDO DEL ASUNTO Y DISPOSICIONES QUEBRANTADAS”

El apoderado del demandante señala que la Ley 1437 de 2011, establece como causal de nulidad de 
los actos administrativos de carácter general, en su artículo 137 las siguientes:

Artículo 137. Nulidad

Toda persona podrá solicitar por sí, o por medio de representante, que se declare 
la nulidad de los actos administrativos de carácter general.

Procederá cuando hayan sido expedidos con infracción de las normas en que 
deberían fundarse, o sin competencia, o en forma irregular, o con 
desconocimiento del derecho de audiencia y defensa, o mediante falsa 
motivación, o con desviación de las atribuciones propias de quien los 
profirió.

También puede pedirse que se declare la nulidad de las circulares de servicio y de 
los actos de certificación y registro.

Excepcionalmente podrá pedirse la nulidad de actos administrativos de contenido 
particular en los siguientes casos:

1. Cuando con la demanda no se persiga o de la sentencia de nulidad que se 
produjere no se genere el restablecimiento automático de un derecho subjetivo a 
favor del demandante o de un tercero.

2. Cuando se trate de recuperar bienes de uso público.

3. Cuando los efectos nocivos del acto administrativo afecten en materia grave el 
orden público, político, económico, social o ecológico.

4. Cuando la ley lo consagre expresamente.

PARÁGRAFO. Si de la demanda se desprendiere que se persigue el 
restablecimiento automático de un derecho, se tramitará conforme a las reglas del 
artículo siguiente.

Señala igualmente, que dichas causales aplican a los actos administrativos de carácter 
particular, de conformidad con lo establecido en el artículo 138 ibídem… 

Frente a lo anterior, me permito manifestar que la entidad a la que represento actuó en 
ejercicio de las facultades y funciones legales y de conformidad con las disposiciones 
especiales vigentes al momento de expedir los actos administrativos objeto de la presente 
demanda, actos que se encuentran investidos de la presunción de legalidad que no logra 
quebrantar la parte actora, ni con los hechos, ni con los fundamentos jurídicos y de orden 
probatorio allegado al libelo, toda vez que no ha vulnerado ninguno de los preceptos legales 
que cita la parte actora en la demanda y por ello no es procedente la nulidad de los actos 
administrativos demandados.

Como fundamento de la anterior oposición, es preciso señalar que la Actuación Administrativa 
adelantada al demandante  se efectúo en desarrollo de la labor fiscalizadora encomendada 
por el artículo 156 de la Ley 1151 de 2007, artículos 178 a 180 de la Ley 1607 de 2012, 
Decretos 169 de 2008, 575 de 2013 y demás normas concordantes y complementarias, a 
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través del cual se asignó a la Unidad Administrativa de Gestión Pensional y Contribuciones 
Parafiscales de la Protección Social -UGPP-, la competencia para el seguimiento, 
colaboración y determinación de la adecuada, completa y oportuna liquidación y pago 
de las contribuciones parafiscales de la Protección Social, por lo que en ejercicio de estas 
funciones se llevó a cabo el proceso de fiscalización a efectos de realizar la verificación del 
correcto pago de los aportes al Sistema General de Seguridad Social Integral en los períodos 
de enero a diciembre de 2015, por parte del señor MIGUEL ALFONSO GARCIA ROMANI.

En lo atinente a la Sanción por inexactitud, la Unidad Administrativa Especial de Gestión 
Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social – UGPP-, como entidad, 
adscrita al Ministerio de Hacienda y Crédito Público y con fundamento en sus competencias 
constitucionales y legales, realiza tareas de seguimiento, colaboración y determinación de la 
adecuada, completa y oportuna liquidación y pago de las contribuciones parafiscales de la 
Protección Social, para el caso el demandante no logró demostrar dentro de la oportunidad 
legal correspondiente los supuestos de hecho que pretende sean dados como ciertos para 
acceder a sus peticiones, igualmente, es claro que la Resolución Liquidación Oficial y la 
Resolución RDC que resuelve el recurso de reconsideración, hoy demandados fueron 
expedidos con sujeción al ordenamiento jurídico y con base en las pruebas oportunamente 
recaudadas y aportadas, por lo cual no se logra quebrar la presunción de legalidad que cobija 
dicho actos, atendiendo al principio de defensa, contradicción y debido proceso de las partes.

Conforme a lo anterior, es procedente reiterar que los actos administrativos demandados 
fueron expedidos conforme a la normatividad legal vigente y se encuentran inmersos dentro 
de la legalidad jurídica y conforme a derecho, toda vez que las decisiones en ellos contenidas 
se enmarcan en las normas en que debían fundarse.

En lo que respecta a las “Disposiciones Quebrantadas”, es procedente señalar que la Entidad que 

represento no ha vulnerado ninguna de las normas que la parte actora cita como “NORMAS 

VIOLADAS”, pues de su lectura se puede colegir que corresponde al enunciado que se hace de las 

mismas, sin que en el fondo se exprese con exactitud y claridad, cuál es la supuesta infracción o 

quebrantamiento en que incurrió la Unidad en la expedición de los actos administrativos demandados. 

Nótese como el demandante hace una enunciación de las normas, sin que efectúe un análisis 

pormenorizado de las mismas y las razones por las que supuestamente resultan infringidas.

Señala la sentencia de la Corte Constitucional del 20 de noviembre de 2013, Magistrada María 

Victoria Calle Correa, que los argumentos expuestos por el demandante frente al “concepto violación” 

deben obedecer a una labor argumentativa clara y completa por parte del demandante, así:

“…4. El tercero de los requisitos antes indicados, conocido como concepto 
de violación, requiere que el demandante despliegue una labor 
argumentativa que permita a la Corte fijar de manera adecuada los cargos 
respecto de los cuales debe pronunciarse y, de este modo, respetar el 
carácter rogado del control de constitucionalidad. En ese orden de ideas, 
esta Corporación ha consolidado una doctrina sobre los requisitos 
básicos para examinar la aptitud de la demanda, expuestos de manera 
canónica en la sentencia C-1052 de 2001[14], en los siguientes 
términos:
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Claridad: exige que cada uno de los cargos de la demanda tenga un hilo 
conductor en la argumentación que permita al lector comprender el 
contenido de su demanda y las justificaciones en las que se basa.

Certeza: Esto significa que (i) la demanda recaiga sobre una proposición 
jurídica real y existente “y no simplemente [sobre una] deducida por el actor, 
o implícita”; (ii) que los cargos de la demanda se dirijan efectivamente contra 
las normas impugnadas y no sobre otras normas vigentes que, en todo 
caso, no son el objeto concreto de la demanda.

Especificidad: Las razones son específicas si definen con claridad la 
manera como la disposición acusada desconoce o vulnera la Carta 
Política a través “de la formulación de por lo menos un cargo 
constitucional concreto contra la norma demandada”, que permita 
verificar una oposición objetiva entre el contenido de las normas 
demandadas y la Constitución. De acuerdo con este requisito, no son 
admisibles los argumentos “vagos, indeterminados, indirectos, 
abstractos y globales” que no se relacionan concreta y directamente 
con las disposiciones que se acusan.

Pertinencia: El reproche formulado por el peticionario debe ser de 
naturaleza constitucional, es decir, fundado en la apreciación del contenido 
de una norma Superior que se expone y se enfrenta al precepto 
demandado. En este orden de ideas, son inaceptables los argumentos que 
se formulan a partir de consideraciones puramente legales y doctrinarias, o 
aquellos otros que se limitan a expresar puntos de vista subjetivos en los 
que “el demandante en realidad no está acusando el contenido de la norma 
sino que está utilizando la acción pública para resolver un problema 
particular, como podría ser la indebida aplicación de la disposición en un 
caso específico”; tampoco prosperarán las acusaciones que fundan el 
reparo contra la norma demandada en un análisis de conveniencia, 
calificándola “de inocua, innecesaria, o reiterativa” a partir de una valoración 
parcial de sus efectos.

Suficiencia: Se requiere la exposición de todos los elementos de juicio 
(argumentativos y probatorios) necesarios para iniciar el estudio de 
constitucionalidad respecto de la norma demandada. La suficiencia del 
razonamiento apela directamente al alcance persuasivo de la demanda, 
esto es, a la presentación de argumentos que, aunque no logren prime facie 
convencer al magistrado de que la norma es contraria a la  Constitución, si 
despiertan una duda mínima sobre la constitucionalidad de la norma 
impugnada, de tal manera que inicia realmente un proceso dirigido a 
desvirtuar la presunción de constitucionalidad que ampara a toda norma 
legal y hace necesario un pronunciamiento por parte de la Corte 
Constitucional…”

Nótese en el escrito de demanda que solo se relacionan las normas presuntamente violadas sin que 

se argumente el soporte de su afirmación, de manera que carece de las características que deben 

mantener los escritos de demanda, a saber: certeza, especificidad y suficiencia.

Bajo los preceptos normativos y jurisprudenciales expuestos en el acápite de esta contestación 

denominado: 

“DEL SISTEMA DE LA PROTECCION SOCIAL - SENSIBILIZACION FRENTE A LA 
OBLIGATORIEDAD DE AFILIACION Y PAGO DE APORTES AL SISTEMA”, exponemos la función 
social que cumple la UGPP al determinar el adecuado completo y oportuno pago de las contribuciones 
parafiscales de la protección social, en salvaguarda de derechos de terceros a la salud, pensión, riesgos 
laborales; logrando el aseguramiento efectivo de los riesgos derivados de la actividad laboral, y su 
garantía de protección a la vejez; recursos estos que reiteramos no ingresan al presupuesto nacional, 
sino que van dirigidos directamente al propio sistema de seguridad social a fin de financiar servicios 
con calidad en oportunidad a la población más vulnerable de la sociedad de conformidad con lo 
señalado en el artículo 48 de la Constitución Política.
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En consecuencia, no se observa violación a los artículos de la Constitución Política, por cuanto la 

normatividad aplicada en la expedición de los actos administrativos ha sido de manera armónica 

ajustada a la variedad de normas existentes para la UGPP. Sobre este punto, el Tribunal 

Administrativo de Cundinamarca – Sección Cuarta – Subsección “B” en Sentencia de fecha 09 de 

abril de (2014) - 2015, Magistrado Ponente, Dr. José Antonio Molina Torres, Exp. No. 11001-33-37 

044 2013 – 00045 -01, al resolver un caso similar al que nos ocupa, dijo:

“De todo lo anterior se concluye, que la UGPP tiene la titularidad para ejercer funciones 
de fiscalización, determinación y cobro de las contribuciones de la Protección Social. 
Donde, en el caso de los omisos, la entidad está facultada para adelantar directamente las 
investigaciones que estime convenientes para establecer la ocurrencia de los hechos 
generadores de obligaciones en materia de contribuciones parafiscales de la protección social 
no declarados, según los términos del artículo 20.3 del prenotado decreto. 
Consecuencialmente, la UGPP está habilitada para proferir los requerimientos, las 
liquidaciones oficiales y demás actos de determinación de las obligaciones de acuerdo 
con la ley (art. 20.10 ib). Con el agregado de que en la esfera de la determinación oficial, 
la GPP tiene las facultades previstas en el artículo 664 y concordantes del ET (art. 156.4, 
lit. b).

(…)
Al respecto la Sala reitera las consideraciones ya hechas en torno al régimen jurídico de la 
seguridad Social en Salud, de acuerdo con el cual la UGPP tiene suficiente competencia 
para expedir los actos censurados, según a voces del artículo 156 de la Ley 1151 de 2007 
del artículo 1° del Decreto Ley 169 de 2008, del Decreto 5021 de 2009 y el Decreto 575 de 
2013. Asimismo, la pretendida inaplicación de este decreto resulta improcedente, pues 
a todas luces este acto no exhibe incompatibilidad alguna con el ordenamiento superior, 
Lo mismo se predica del Decreto 575 de 2013. No prospera el cargo.” (Negrilla y subrayas 
fuera del texto original).

Con la exposición anterior, queda plenamente demostrado que en aplicación de la disposición 

constitucional consagrada en el artículo 121 de la C.P., se tiene que el origen de la competencia de 

la UGPP radica en el artículo 156 de la Ley 1151 de 2007 al otorgar a esta Entidad las funciones de 

seguimiento, colaboración y determinación de la adecuada, completa y oportuna liquidación y pago 

de las contribuciones parafiscales de la protección social, precepto normativo que encuentra plena 

armonía con el Decreto 575 de 2013, al establecer de forma específica los funcionarios que debían 

desarrollar las funciones señaladas en dicha Ley, por tanto, no se quebranta el artículo 121 Superior.

Aunado a lo anterior, es necesario señalar que, si revisamos detenidamente los actos demandados, 

podrá verificarse que se expidieron en cumplimiento de los fines y competencias señaladas por la 

Ley.

Así mismo, al OBLIGADO se le ha respetado el debido proceso, como se puede colegir del artículo 

29 de la Constitución Política, norma que establece: 

“ARTICULO 29. El debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y 

administrativas. 

Nadie podrá ser juzgado sino conforme a Leyes preexistentes al acto que se le imputa, 

ante juez o tribunal competente y con observancia de la plenitud de las formas propias 

de cada juicio. 
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En materia penal, la Ley permisiva o favorable, aun cuando sea posterior, se aplicará 

de preferencia a la restrictiva o desfavorable.

Toda persona se presume inocente mientras no se la haya declarado judicialmente 

culpable. Quien sea sindicado tiene derecho a la defensa y a la asistencia de un 

abogado escogido por él, o de oficio, durante la investigación y el juzgamiento; a un 

debido proceso público sin dilaciones injustificadas; a presentar pruebas y a controvertir 

las que se alleguen en su contra; a impugnar la sentencia condenatoria, y a no ser 

juzgado dos veces por el mismo hecho. 

Es nula, de pleno derecho, la prueba obtenida con violación del debido proceso.”  

Una de las principales garantías del debido proceso, es precisamente el derecho a la defensa, 

entendido como la oportunidad reconocida a toda persona, en el ámbito de cualquier proceso o 

actuación judicial o administrativa, de ser oída, de hacer valer las propias razones y argumentos, de 

controvertir, contradecir y objetar las pruebas en contra y de solicitar la práctica y evaluación de las 

que se estiman favorables, así como de ejercitar los recursos que la Ley otorga. 

La jurisprudencia ha destacado la importancia del derecho a la defensa en el contexto de las 

garantías procesales, señalando que con su ejercicio se busca “impedir la arbitrariedad de los 

agentes estatales y evitar la condena injusta, mediante la búsqueda de la verdad, con la activa 

participación o representación de quien puede ser afectado por las decisiones que se adopten sobre 

la base de lo actuado”. Acorde con ello, ha reconocido igualmente que el derecho de defensa es una 

garantía del debido proceso de aplicación general y universal, que “constituyen un presupuesto para 

la realización de la justicia como valor superior del ordenamiento jurídico”.

Determinado el ámbito de aplicación y el alcance de los derechos que considera supuestamente 

vulnerados el demandante, es necesario referir a su Despacho, que la UGPP concedió las 

oportunidades legales previstas para ejercer la defensa por parte del contribuyente, fundamentó 

todas y cada una de sus decisiones en el acervo probatorio obrante en el plenario, notificó en debida 

forma cada una de las actuaciones administrativas y actuó en el marco jurídico pre establecido 

dispuesto en los artículos 156 de la Ley 1151 de 2007, Artículo 1° Decreto Ley 169 de 2008 y artículos 

178, 179 y 180 de la Ley 1607 de 2012, artículos 823 y siguientes del Estatuto Tributario y demás 

normas concordantes. 

De esta manera, para la expedición de los actos demandados se respetaron los derechos de defensa, 

de audiencia y contradicción de la sociedad demandante, tal como puede observarse en la narración 

de los hechos de la demanda, del mismo texto de los actos demandados y los antecedentes 

administrativos del proceso sancionatorio.

La Unidad ha sido transparente en sus actuaciones, siempre han estado fundamentados en la 

normatividad existente, la cual faculta a la entidad para adelantar los procesos de determinación, 

sancionatorio y así como en los hechos y pruebas obrantes.
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Respecto del artículo 209 de la Constitución Política de Colombia, éste señala:

“Artículo 209. La función administrativa está al servicio de los intereses generales y se 

desarrolla con fundamento en los principios de igualdad, moralidad, eficacia, economía, 

celeridad, imparcialidad y publicidad, mediante la descentralización, la delegación y la 

desconcentración de funciones.

 

Las autoridades administrativas deben coordinar sus actuaciones para el adecuado 

cumplimiento de los fines del Estado. La administración pública, en todos sus órdenes, tendrá 

un control interno que se ejercerá en los términos que señale la Ley.”

Es pertinente señalar que la Unidad tiene este postulado constitucional, como referente para el 

desarrollo de sus funciones, en consecuencia las afirmaciones infundadas que utiliza el apoderado 

para probar la nulidad de los actos demandados son inocuos y en nada prueban que la Unidad, en 

ejercicio y dentro de los límites de su competencia, haya violado una Ley utilizando sus poderes o 

atribuciones con el propósito de buscar una finalidad contraria a los intereses públicos o sociales, en 

general, o los específicos y concretos, que el legislador buscó satisfacer al otorgar la respectiva 

competencia.

La facultad sancionatoria de la Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones 

Parafiscales de la Protección Social, se encuentra establecida en el artículo 179 de la Ley 1607 de 

2012, el cual en su numeral 3°, determina con claridad la procedencia de la imposición de sanciones 

a personas o entidades a las que esta Unidad les solicite información y esta, no sea suministrada o 

se suministre en forma extemporánea, y/o incompleta y/o inexacta, Así las cosas, está demostrado 

que en ningún momento se ha vulnerado el Principio de Legalidad por parte de mi representada.

Bajo este contexto normativo, tenemos que la Unidad al momento de ejercer su facultad sancionatoria 

en todo momento garantizó el principio fundamental al debido proceso “consagrado expresamente 

en el artículo 29 de la Constitución Política, el cual lo hace extensivo “a toda clase de actuaciones 

judiciales y administrativas”, debido proceso que fue garantizado en desarrollo de la actuación 

administrativa sancionatoria, al notificarle en debida forma todas las actuaciones surtidas, se observó 

el procedimiento establecido, se otorgaron y respetaron los términos fijados en la Ley para que el 

demandante diera respuesta y presentara recursos.

De acuerdo con lo expuesto, tenemos que la sanción impuesta al demandante se fijó conforme a las 

normas preexistentes a su imposición y la misma no obedeció a un capricho o una arbitrariedad de 

la Unidad. 

En consecuencia, contrario a lo manifestado por la parte actora, no se observa violación al debido 

proceso y derecho de defensa, como ha quedado demostrado, los actos administrativos dentro del 

proceso de fiscalización adelantado por la UGPP al demandante se profirieron dentro de los tiempos 

establecidos y en ellos se respetaron las formas propias de este juicio, así como los términos para 

que aquel ejerciera su derecho de defensa y contradicción.
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Las actuaciones adelantadas están debidamente soportadas en las normas que facultan a la entidad 

para efectuar todas las diligencias necesarias para verificar la adecuada, completa y oportuna 
liquidación y pago de las contribuciones parafiscales de la protección social y para proferir 
sanciones, así, los actos demandados se expidieron respetando en su integridad el procedimiento 

establecido para tal efecto y en cumplimiento de estos, se profirió la Liquidación Oficial y la Resolución 

que resuelve el recurso de reconsideración, actos que en ningún momento pueden ser catalogados 

como arbitrarios, repentinos o improvisados, siendo procedente imponer sanción por  inexactitud.

3. CONCEPTO DE VULNERACIÓN. Fundamentos de Hecho y de Derecho

Antes de pronunciarme respecto de los cargos formulados por el accionante en acápite de  

“CAUSALES DE NULIDAD”, es preciso señalar que la Entidad que represento no ha 

vulnerado ninguna de las normas que la parte actora cita en capitulo XI, de su lectura se 

puede colegir que corresponde a transcripción, resumen y apreciación que se hace de las 

mismas, sin que en el fondo se exprese con exactitud y claridad, cuál es la supuesta 

infracción o quebrantamiento en que incurrió la Unidad en la expedición de los actos 

administrativos demandados. 

Señala la sentencia de la Corte Constitucional del 20 de noviembre de 2013, Magistrada 

María Victoria Calle Correa, que los argumentos expuestos por el demandante frente al 

“concepto violación” debe obedecer a una labor argumentativa clara y por parte del 

demandante, así: 

“…4. El tercero de los requisitos antes indicados, conocido como concepto de violación, 
requiere que el demandante despliegue una labor argumentativa que permita a la Corte fijar de 
manera adecuada los cargos respecto de los cuales debe pronunciarse y, de este modo, 
respetar el carácter rogado del control de constitucionalidad.  En ese orden de ideas, esta 
Corporación ha consolidado una doctrina sobre los requisitos básicos para examinar la aptitud 
de la demanda, expuestos de manera canónica en la sentencia C-1052 de 2001[14], en los 
siguientes términos:

Claridad: exige que cada uno de los cargos de la demanda tenga un hilo conductor en la 
argumentación que permita al lector comprender el contenido de su demanda y las 
justificaciones en las que se basa.

Certeza: Esto significa que (i) la demanda recaiga sobre una proposición jurídica real y 
existente “y no simplemente [sobre una] deducida por el actor, o implícita”; (ii) que los cargos 
de la demanda se dirijan efectivamente contra las normas impugnadas y no sobre otras normas 
vigentes que, en todo caso, no son el objeto concreto de la demanda.

Especificidad: Las razones son específicas si definen con claridad la manera como la 
disposición acusada desconoce o vulnera la Carta Política a través “de la formulación de por lo 
menos un cargo constitucional concreto contra la norma demandada”, que permita verificar una 
oposición objetiva entre el contenido de las normas demandadas y la Constitución. De acuerdo 
con este requisito, no son admisibles los argumentos “vagos, indeterminados, indirectos, 
abstractos y globales” que no se relacionan concreta y directamente con las disposiciones que 
se acusan. 

 Pertinencia: El reproche formulado por el peticionario debe ser de naturaleza constitucional, 
es decir, fundado en la apreciación del contenido de una norma Superior que se expone y se 
enfrenta al precepto demandado. En este orden de ideas, son inaceptables los argumentos que 
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se formulan a partir de consideraciones puramente legales y doctrinarias, o aquellos otros que 
se limitan a expresar puntos de vista subjetivos en los que “el demandante en realidad no está 
acusando el contenido de la norma sino que está utilizando la acción pública para resolver un 
problema particular, como podría ser la indebida aplicación de la disposición en un caso 
específico”; tampoco prosperarán las acusaciones que fundan el reparo contra la norma 
demandada en un análisis de conveniencia, calificándola “de inocua, innecesaria, o reiterativa” 
a partir de una valoración parcial de sus efectos.

Suficiencia: Se requiere la exposición de todos los elementos de juicio (argumentativos y 
probatorios) necesarios para iniciar el estudio de constitucionalidad respecto de la norma 
demandada. La suficiencia del razonamiento apela directamente al alcance persuasivo de la 
demanda, esto es, a la presentación de argumentos que, aunque no logren prime facie 
convencer al magistrado de que la norma es contraria a la Constitución, si despiertan una duda 
mínima sobre la constitucionalidad de la norma impugnada, de tal manera que inicia realmente 
un proceso dirigido a desvirtuar la presunción de constitucionalidad que ampara a toda norma 
legal y hace necesario un pronunciamiento por parte de la Corte Constitucional…”

En el escrito de demanda, sobresale la vaguedad con la que se hace un recuento de las 

normas presuntamente violadas sin que se argumente el soporte de su afirmación, de 

manera que carece de las características que deben mantener los escritos de demanda, a 

saber: certeza, especificidad y suficiencia.

Pues bien, debe concluirse que contrario a lo afirmado por el demandante en el acápite 

“Fundamentos de Derecho”, se puede apreciar que la Entidad que representó respetó en su 

integridad los preceptos legales y constitucionales y los aplicó en estricto sentido, atendiendo 

los principios y fines esenciales del Estado y que los mismos fueron proferidos en ejercicio 

de las facultades y funciones atribuidas por Ley a la Unidad para determinar la correcta, 

adecuada y oportuna liquidación y pago de las Contribuciones Parafiscales de la Protección 

Social.

Efectuada la anterior precisión, a continuación, procedo a pronunciarme frente a los cargos 

planteados por el demandante, como sigue: 

CARGO PRIMERO: NULIDAD DEL ACTO POR SER EXPEDIDO CON INFRACCION DE LAS 
NORMAS EN QUE DEBERÍAN FUNDARSE.

Señala el demandante:

Al respecto H. Juez se desestiman los argumentos expuestos por el demandante con 
fundamento en las siguientes consideraciones:

A continuación se analiza la situación del aportante frente a los deberes con el SSSI, en su calidad 

de trabajador independiente, por lo que se hace necesario verificar el contenido de la norma, es decir 
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el literal c) del artículo 16 del Decreto 1406 de 1999, compilado en el Decreto 780 de 2016, artículo 

2.2.1.1.1.3, que en cuanto a los trabajadores independientes establece:

“c) Trabajadores Independientes

Se clasifica como trabajador independiente a aquel que no se encuentre vinculado 
laboralmente a un empleador, mediante contrato de trabajo o a través de una relación 
legal y reglamentaria.

Se considerarán como trabajadores independientes aquellos que teniendo un vínculo 
laboral o legal y reglamentario, además de su salario perciban ingresos como 
trabajadores independientes.

Para los efectos del sistema de liquidación de aportes que establece el presente 
decreto, se asimilan a trabajadores independientes los grupos de población 
subsidiados dentro del Régimen General de Pensión.”

De conformidad con la norma es claro que en su primer inciso, más que requisitos, señala las 
características que no debe cumplir un sujeto para ser considerado trabajador independiente, esto 
es, no encontrarse vinculado mediante contrato de trabajo o a través de una relación legal y 
reglamentaria a un empleador.

Ahora bien, en su segundo inciso la norma adiciona en dicha categoría de trabajadores 
independientes a aquellas personas que teniendo un vínculo laboral o legal, además de su salario 
perciban ingresos como trabajadores independientes y en ese mismo sentido, el parágrafo 1 del 
artículo 5 de la Ley 797 de 2003, dispone:

“En aquellos casos -en los cuales el afiliado perciba salario de dos o más empleadores, 
o ingresos como trabajador independiente o por prestación de servicios como 
contratista, en un mismo período de tiempo, las cotizaciones correspondientes serán 
efectuadas en forma proporcional al salario, o ingreso devengado de cada uno de ellos, 
y estas se acumularán para todos los efectos de esta ley sin exceder el tope legal. Para 
estos efectos, será necesario que las cotizaciones al sistema de salud se hagan sobre 
la misma base.”

Es evidente entonces, que el sentido de la norma es clara y al serlo, de conformidad con  el artículo 
27 de la Ley 57 de 1887 no hay lugar a desatender su tenor literal para interpretarla, motivo por el cual 
no encuentra la Unidad que en su actuar haya realizado interpretación alguna al respecto y menos 
aún vulnerado el principio de legalidad como lo sostiene el demandante en su escrito.

Para mayor claridad, el numeral 2.3 del artículo 2 del Decreto 3615 de 2005 establece lo siguiente:

“Artículo 2°. Definiciones. Para efecto de la afiliación colectiva de trabajadores 
independientes al Sistema de Seguridad Social Integral de que trata el presente 
decreto, se entiende por:

(…)
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2.3 Trabajador independiente: Persona natural que realiza una actividad económica 
o presta sus servicios de manera personal y por su cuenta y riesgo.” (Resaltado fuera 
de texto)

Es decir, en la norma se hace evidente que cualquier persona que realice una actividad económica 
por su cuenta y riesgo es un trabajador independiente.

Ahora bien, en cuanto a la determinación legal de los trabajadores independientes como sujetos 
pasivos de la obligación de afiliarse al subsistema de pensiones y realizar el respectivo  aporte, al 
establecer las disposiciones generales de la afiliación y autoliquidación de aportes al sistema de 
seguridad social integral el Decreto Único Reglamentario 780 de 2016 en el artículo 3.2.1.1., señala:

(…) “Artículo 3.2.1.1. Definiciones. Para efectos de lo dispuesto en el presente Título, se 
tendrán en cuenta las siguientes definiciones:

1. Aportante: es la persona o entidad que tiene la obligación directa frente a la entidad 
administradora de cumplir con el pago de los aportes correspondientes a uno o más de 
los servicios o riesgos que conforman el Sistema y para uno o más afiliados al mismo. 
Cuando en este Título se utilice la expresión "aportantes", se entenderá que se hace 
referencia a las personas naturales o jurídicas con trabajadores dependientes, a las 
entidades promotoras de salud, administradoras de pensiones o riesgos laborales 
obligadas a realizar aportes correspondientes al Sistema, a los rentistas de capital y 
demás personas que tengan capacidad de contribuir al financiamiento del 
SGSSS, y a los trabajadores independientes que se encuentren afiliados al 
Sistema de Seguridad Social Integral.” (Resaltado por la dirección).

No se puede perder de vista que la Ley 100 de 1993 consagra en su artículo 10, en cuanto al Sistema 
General de Pensiones que “tiene por objeto garantizar a la población, el amparo contra las 
contingencias derivadas de la vejez, la invalidez y la muerte, mediante el  reconocimiento de las 
pensiones y prestaciones que se determinan en la presente ley, así como propender por la 
ampliación progresiva de cobertura a los segmentos de población no cubiertos con un sistema de 
pensiones” y de igual manera en su artículo 11 establece que el sistema general de pensiones, con 
las excepciones previstas en el artículo 279 ibídem, se aplicará a todos los habitantes del territorio 
nacional.

Así mismo el artículo 15 ibídem, señala que son afiliados obligatorios:

“ARTÍCULO 15. AFILIADOS <Artículo modificado por el artículo 3 de la Ley 797 de 2003.

Serán afiliados al Sistema General de Pensiones:

1. En forma obligatoria: Todas aquellas personas vinculadas mediante contrato de 
trabajo o como servidores públicos. Así mismo, las personas naturales que presten 
directamente servicios al Estado o a las entidades o empresas del sector privado, bajo 
la modalidad de contratos de prestación de servicios, o cualquier otra modalidad de 
servicios que adopten, los trabajadores independientes y los grupos de población que 
por sus características o condiciones socioeconómicas sean elegidos para ser 
beneficiarios de subsidios a través del Fondo de Solidaridad Pensional, de acuerdo con 
las disponibilidades presupuestales.

(…)
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PARÁGRAFO 1o. <Ver Jurisprudencia Vigencia> En el caso de los trabajadores 
independientes se aplicarán los siguientes principios:

a) <Aparte subrayado CONDICIONAMENTE exequible> El ingreso base de cotización 
no podrá ser inferior al salario mínimo y deberá guardar correspondencia con los 
ingresos efectivamente percibidos por el afiliado. De tal manera que aquellos que posean 
capacidad económica suficiente, efectúen los aportes de solidaridad previstos en esta 
ley;(…)” (Negrilla y resaltado fuera de texto)

Al respecto, la Corte Constitucional en sentencia C-1089 de 2003 indicó que a los trabajadores 
independientes les asiste la obligación de cotizar al Subsistema Pensional bajo el entendido que 
tienen una fuente de ingresos que le permiten cotizar al Sistema de Seguridad  Social y que en todo 
caso el Ingreso Base de Cotización no podrá ser inferior a un salario mínimo legal mensual vigente.

Con base en las normas anotadas, se concluye que el señor MIGUEL ALFONSO GARCIA ROMANI 
para la vigencia fiscalizada 2015, al no estar vinculado mediante contrato de trabajo, contrato de 
prestación de servicios o como servidor público, pero percibir ingresos producto de la actividad, debió 
cotizar sobre la base de los ingresos definidos tanto en el artículo 19 de la Ley 100 de 1993 para el 
periodo trascurrido entre el 1 de enero al 30 de junio, así como lo fijado por el artículo 135 de la Ley 
1753 de 2015 para el lapso transcurrido entre el 1 de julio y el 31 de diciembre de 2015, luego de 
efectuar la deducción de las expensas que se generen de la ejecución de la actividad, siempre que 
cumplan los requisitos del artículo 107 del Estatuto Tributario. Al ser persona natural declarante del 
impuesto de renta se encuentra además, demostrada su capacidad de pago y en consecuencia su 
obligación de afiliarse al subsistema de pensiones.

Es pertinente recordar que el pilar sobre el cual se cimenta la Seguridad Social es el salario o  ingresos 
de los trabajadores, así como en los principios de solidaridad y universalidad, con los  cuales se busca 
la protección integral de los ciudadanos, de manera que quienes cuenten con capacidad de pago 
deben aportar al Sistema.

Ahora bien, el legislador ordenó al Gobierno Nacional la reglamentación de un sistema de presunción 
de ingresos con base en la  información sobre las actividades económicas, pero dejó muy claro que 
“En caso de existir diferencias entre los valores declarados ante la Dirección de Impuestos y 
Aduanas Nacionales (DIAN) y los aportes al sistema estos últimos deberán ser ajustados”, lo 
que  conlleva a concluir que finalmente los aportes al Sistema Integral de Seguridad Social siempre  
deben guardar coherencia con los ingresos declarados ante la DIAN, dado que la misma norma  dispone 
que si existe diferencia los aportes deben ser ajustados.

Por lo tanto, el Ingreso Base de Cotización corresponde a los ingresos percibidos producto 
de su actividad económica, que no son otros que los declarados ante la Dirección de 
Impuestos y Aduanas Nacionales (DIAN).

De otra parte, debe aclararse que la presunción de ingresos tenía una sola finalidad que consistía 
en facilitar el pago de aportes para los trabajadores independientes, por cuanto, los  mismos tenían 
que realizarse de manera anticipada según lo ordenado en el artículo 35 del Decreto 1406 de 1999, 
y por ende, para el momento de la declaración no tenía conocimiento de los ingresos reales para el 
mes respectivo, sin embargo, desde esa época se indicaba en el artículo 25 del mismo Decreto lo 
siguiente:

“(…)



21

Sede Administrativa: Calle 26 No. 69B – 45 Piso 2, 
Bogotá D.C.    
Teléfono: 4237300      
www.ugpp.gov.co

En todo caso, cuando los ingresos reales del trabajador independiente 
sean  superiores a los que resulten de la aplicación de las presunciones 
sobre bases

mínimas, los aportes de dicho trabajador deberán hacerse con base en los 
ingresos reales. Para tal efecto, los trabajadores independientes que deseen 
afiliarse al SGSSS deberán presentar una declaración anual, en la cual 
informen a la EPS, de manera anticipada, el Ingreso Base de Cotización que se 
tendrá en cuenta para liquidar sus aportes a partir del mes de febrero de cada 
año y hasta enero del año siguiente. (Subrayado fuera del texto original).

Así las cosas, desde tiempo atrás al periodo fiscalizado, el legislador siempre ha señalado 
que el Ingreso Base de Cotización de los trabajadores  independientes corresponde a los 
ingresos reales, independientemente del sistema de presunción de ingresos como se indicó 
anteriormente.

De conformidad con lo ampliamente explicado podemos concluir que la UGPP no clasifica a 
los trabajadores, es la Ley de conformidad con las actividades  económicas generadoras de 
ingresos la que establece la categoría en la cual se encuentran y  es el mismo legislador quien 
ha incluido a los trabajadores independientes, rentistas de capital y en general a todos los 
habitantes del territorio nacional como afiliados o vinculados al Sistema de Seguridad Social 
Integral, de manera tal que no le asiste la razón al demandante en   ninguno de los argumentos 
planteados en este punto.

El artículo 157 de la Ley 100 de 1993 indicó:

 “Artículo. 157.- Tipos de participantes en el sistema general de seguridad social en 
salud. A partir de la sanción de la presente ley, todo colombiano participará en el servicio público 
esencial de salud que permite el sistema general de seguridad social en salud. Unos lo harán en 
su condición de afiliados al régimen contributivo o subsidiado y otros lo harán en forma temporal 
como participantes vinculados.

 A) Afiliados al sistema de seguridad social

 Existirán dos tipos de afiliados al sistema general de seguridad social en salud:

 1.     Los afiliados al sistema mediante el régimen contributivo son las personas 
vinculadas a través de contrato de trabajo, los servidores públicos, los pensionados y 
jubilados y los trabajadores independientes con capacidad de pago. Estas personas 
deberán afiliarse al sistema mediante las normas del régimen contributivo de que trata el 
capítulo I del título III de la presente ley. (…) (Se destaca y subraya)

El  Gobierno al reglamentar los anteriores artículos, expidió el Decreto 806 de 1998, el cual 
en su artículo 26, literal d, incluye expresamente a los rentistas de capital como afiliados al 
régimen contributivo de salud, en calidad de cotizantes, así:

“Artículo 26. Afiliados al régimen contributivo. Las personas con capacidad de 
pago deberán afiliarse al Régimen Contributivo mediante el pago de una cotización o aporte 
económico previo, el cual será financiado directamente por el afiliado o en concurrencia entre 
éste y su empleador.

 Serán afiliados al Régimen Contributivo del Sistema General de Seguridad Social en 
Salud:

 1.     Como cotizantes:

 (…)
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 d) Los trabajadores independientes, los rentistas, los propietarios de las 
empresas y en general todas las personas naturales residentes en el país, que no 
tengan vínculo contractual y reglamentario con algún empleador.” (Se destaca y 
subraya).

De otra parte, el artículo 1º del Decreto 1406 de 1999 por el cual se implementó el Registro 
Único de Aportantes al Sistema de Seguridad Social Integral incluyó a los rentistas de 
capital, así:

“ARTICULO 1o. ALCANCE DE LAS EXPRESIONES "SISTEMA", "ENTIDAD 
ADMINISTRADORA", "ADMINISTRADORA", "APORTANTE" Y "AFILIADO". <Artículo 
compilado en el artículo 3.2.1.1 del Decreto Único Reglamentario 780 de 2016. Debe tenerse en 
cuenta lo dispuesto por el artículo 4.1.1 del mismo Decreto 780 de 2016>

Para los efectos del presente decreto, las expresiones "sistema", "entidad administradora", 
"administradora", "aportante" y "afiliado" tendrán los siguientes alcances:

(…)

“Aportante" es la persona o entidad que tiene la obligación directa frente a la entidad 
administradora de cumplir con el pago de los aportes correspondientes a uno o más de los 
servicios o riesgos que conforman el Sistema y para uno o más afiliados al mismo. Cuando en 
este decreto se utilice la expresión "aportantes", se entenderá que se hace referencia a las 
personas naturales o jurídicas con trabajadores dependientes, a las entidades promotoras de 
salud, administradoras de pensiones o riesgos profesionales obligadas a realizar aportes 
correspondientes al Sistema, a los rentistas de capital y demás personas que tengan 
capacidad de contribuir al financiamiento del SGSSS, y a los trabajadores independientes 
que se encuentren afiliados al Sistema de Seguridad Social Integral.” (Subrayado y negrilla 
fuera de texto)

A su turno, el artículo 29 Ibídem establece:

“Artículo  29. Aportes íntegros al Sistema General de Seguridad Social en Salud. Los 
trabajadores que tengan un vínculo laboral o legal y reglamentario y que, además de su 
salario, perciban ingresos como trabajadores independientes, deberán autoliquidar y 
pagar el valor de sus aportes al SGSSS en lo relacionado con dichos ingresos.” (Negrilla y 
subrayas fuera del texto)

Ahora bien, los rentistas han sido definidos por la DIAN en la Resolución N° 01477 del 
25 de febrero de 20054, como aquellas:

“Personas naturales y sucesiones ilíquidas, cuyos ingresos provienen de  intereses, descuentos, 
beneficios, ganancias, utilidades y en general, todo cuanto represente rendimiento de capital o 
diferencia entre el valor invertido o aportado, y el valor futuro y/o pagado o abonado al aportante 
o inversionista”

Definición que fue reiterada en la Resolución DIAN N° 000139 del 21 de noviembre de 2012 
en igual sentido, así: como las personas naturales o sucesiones ilíquidas cuyos ingresos 
provienen de intereses, descuentos, beneficios, ganancias, utilidades y en general, todo 
cuanto represente rendimiento de capital o diferencia entre el valor invertido o aportado, y el 
valor futuro y/o pagado o abonado al aportante o inversionista.

Aunado a lo anterior, en sentencia de la Corte Constitucional C-578 del 26 de agosto de 
2009, M.P. Juan Carlos Henao Pérez, concluyó que de la interpretación de los artículos 157 

4 Por medio de la cual se modifican y adicionan los artículos 1° y 2° de la Resolución 8587 de diciembre 7 de 1998
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y 204 de la Ley 100 de 1993 debían considerarse a los rentistas de capital incluidos dentro 
de la expresión “trabajadores independientes”, así:

 “(…) Ahora bien, para intervinientes como la CUT, si bien con la expresión “trabajadores 
independientes” se incurre en un defecto técnico al otorgar a los “independientes con capacidad 
de pago” la calidad de “trabajadores”, no por ello la norma deviene inconstitucional, en la 
medida que una compresión amplia de la expresión permite incluir dentro de tal concepto 
el de “rentistas” tal como en su momento lo señaló el Decreto 3063 de 1989, en su artículo 
15, según el cual es trabajador independiente toda “persona natural que ejerce personal 
y directamente una profesión, oficio o actividad económica, con o sin trabajadores a su 
servicio, sin sujeción a contrato de trabajo”, con lo cual se concluye que la expresión 
trabajadores independientes incluye a todas las personas económicamente activas.

Lo expuesto permite demostrar que para ninguno de los intervinientes la interpretación de las 
normas acusadas puede ser diferente a aquella que asegure los principio de universalidad y 
solidaridad, es decir, la obligatoriedad de que los “rentistas” coticen al Sistema General de 
Seguridad Social en Salud y, en últimas, es este entendimiento de la norma el que debe 
preferirse a aquel que no se ajuste al precepto constitucional que obliga a que todo colombiano 
se encuentre afiliado al Sistema General de Seguridad Social en Salud sin excepción alguna, 
aspecto que en definitiva permite concluir que los cargos de la demanda recaen sobre una 
apreciación limitada del tenor literal del numeral 1 de la Letra A del artículo 157 y el parágrafo 
segundo del artículo 204 de la Ley 100, lo cual ni siquiera atiende el mandato contenido en el 
inciso primero de la disposición acusada, según el cual “A partir de la sanción de la presente ley, 
todo colombiano participará en el servicio público esencial de salud que permite el sistema 
general de seguridad social en salud […]” . (Subrayas y negrillas fuera del texto). 

En otras palabras, trabajador independiente no solamente se circunscribe a “las personas que prestan 
directamente servicios”, como erradamente lo cree el demandante, sino que se refiere a todas las 
personas que en virtud de una relación jurídica no laboral, obtienen ingresos a partir de los cuales se 
predica su capacidad de pago. En ese orden de ideas, su señoría, no le asiste la razón al 
demandante, puesto que por los ingresos  percibidos, este debe efectuar aportes al Sistema General 
de Seguridad Social, en cuanto son ingresos que le permiten soportar la carga impositiva que previò 
el legislador en relaciòn con las contribuciones parafiscales de la protecciòn social.

Al respecto, en un caso similar al que aquí se ventila, en decisión de segunda instancia proferida por 
el H. Tribunal Administrativo de Cundinamarca Sección Cuarta – Subsección A de fecha 13 de julio 
de 2017, MP Doctora Amparo Navarro López,  al determinar la obligación de los rentistas de capital 
y el IBC, sostuvo: 

“5.1.2. Determinar y liquidar los aportes al sistema de la protección social del actor.

(…)

 Por lo tanto, entendido el concepto de la palabra determinación; la inserción que hiciera el 
legislador a las facultades contenidas y dirigidas a la UGPP, es evidente que esta puede entrar 
a verificar, aceptar o no, valores que hacen parte del Ingreso Base de Cotización, puesto que el 
IBC para el caso de aportes al Sistema de protección Social son todos los ingresos que el 
trabajador cotizante en cualquiera de sus modalidades reciba como contraprestación de su 
actividad laboral.

Conforme a lo dispuesto en el numeral 1 o del artículo 26 del Decreto 806 de 1998, la UGPP 
encontró que el accionante reúne los presupuestos allí determinados para dejar de ser 
beneficiario y ser responsable como sujeto que cotiza al Sistema de Protección Social, puesto 
que, como trabajador independiente, reúne la calidad de tener capacidad económica y ser 
rentista. Así las cosas, en el presente asunto se ha determinado y ratificado la competencia de 
la U.A.E. UGPP para determinar y liquidar los aportes al Sistema de Protección Social con cargo 
al responsable -parte actora-, pues el legislador facultó dicha tarea en la disposición contenida 
en el artículo 156 de la Ley 1151 de 2007, circunstancia con la cual, amerita confirmar la 
Sentencia recurrida y por ende negar las suplicas del medio de control de nulidad y 
restablecimiento del derecho, al considerarse que el señor Carlos Edmundo Chaparro Bohórquez 
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omitió el deber de cotizar sus aportes al Sistema de protección Social hoy administrado por la  
A.U.E. UGPP.” (Subrayado fuera de texto)

En una decisión más reciente aún proferida por esta Corporación, del 9 de noviembre de 2018 M.P 
Doctora Nelly Yolanda Villamizar de Peñaranda, al respecto señaló:

“7.3 OBLIGACIÓN DE LOS RENTISTAS DE CAPITAL AL PAGO DE APORTES 
PARAFISCALES / IBC APLICABLE A LOS RENTISTAS DE CAPITAL

(…)

Desde esa perspectiva normativa, es claro que los rentistas de capital están obligados a  la 
afiliación y pago de los aportes al Sistema de Seguridad Social, como cotizantes por expresa 
disposición normativa, entendidos ellos como las personas naturales que obtienen la mayor parte 
de sus ingresos del capital que han invertido en diferentes rubros que les representa una 
ganancia, utilidad, rendimiento o remuneración, tales como: (i) las personas que prestan dinero 
a particulares, (ii) quienes tienen cuentas de ahorro, cdt´s, acciones, bonos y demás títulos de 
inversión, (ii) quienes tienen bienes raíces en arrendamiento, vehículos, maquinarias, etc, y (iv) 
cualquier otra actividad que les presente un rédito” (Subrayado fuera de texto)

Con el objeto de “garantizar los derechos irrenunciables de la persona y la comunidad para obtener 

la calidad de vida acorde con la dignidad humana, mediante la protección de las contingencias que 

la afecten”, a través de la Ley 100 de 1993 se creó el Sistema de Seguridad Social Integral el cual 

está integrado por los subsistemas de salud, pensión, Fondo de Solidaridad Pensional y riesgos 

laborales. 

La no afiliación y/o vinculación a los subsistemas de salud y pensión, conducirá a la comisión de la 

conducta por omisión que podrá ser fiscalizada por la UGPP, como entidad competente para 

adelantar las acciones de determinación y cobro de las contribuciones parafiscales de la protección 

social en los casos de omisión, inexactitud y mora.

Ahora bien, La Corte Constitucional en sentencia C-711 del 5 de julio de 20015 se pronunció sobre el 

principio de legalidad en materia tributaria, así:

“La potestad impositiva del Estado se halla ligada al principio de legalidad en cuanto 

fundamento de competencia y poder creador de tributos, para cuyo ejercicio se hace 

indispensable la participación eminente de corporaciones de elección popular, habida 

consideración de la vocación democrática que usualmente las anima y de la estructura 

de poder que informa al Estado.  Por ello mismo cabe esperar que, con apoyo en las 

normas constitucionales y legales la competencia impositiva se halle primeramente en 

cabeza de una corporación con poderes legislativos, en orden a garantizar el 

surgimiento y desarrollo del tributo a partir de una génesis legal. El Congreso de la 

República aparece como el órgano soberano en materia impositiva. En relación con el 

Presidente de la República la Constitución también reivindica esa soberanía fiscal que 

informa la acción del Congreso, toda vez que a términos del artículo 150-10 superior el 

5 Magistrado Ponente: Jaime Araujo Rentería.
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Legislativo no le puede otorgar al Presidente facultades extraordinarias para decretar 

impuestos.” (Subrayado fuera del Texto)

Y agregó lo siguiente:

“La Constitución registra en su artículo 338 unas claras directrices de competencia y 

construcción impositiva, prohijando al efecto tres principios capitales del ámbito fiscal:  

el de la legalidad, el de la certeza y el de la irretroactividad del tributo. En lo que hace a 

la legalidad, la norma destaca tanto la competencia del Congreso, las asambleas y los 

concejos, como la condición de que todo tributo requiere ley previa que lo establezca 

(…)” ( Subrayado fuera del Texto)

El Consejo de Estado6 por su parte ha señalado:

“(…) La facultad de establecer tributos se encuentra sometida al principio de legalidad 

tributaria, que incluye la representación popular para el señalamiento de los tributos y la 

predeterminación de los elementos esenciales de los mismos. De acuerdo con el 

principio de legalidad tributaria se ha señalado que comprende el de representación 

popular, según el cual no puede haber impuesto sin representación de los eventuales 

afectados, y por ello la Constitución autoriza únicamente  al   Congreso, Asambleas y 

Concejos a establecer impuestos y contribuciones fiscales y parafiscales (artículo 338 

C.N.). El principio de predeterminación de los tributos implica que corresponde a esos 

órganos fijar sus elementos, por lo que debe indicar los sujetos activo y pasivo de la 

obligación tributaria, así como los hechos, las bases gravables y las tarifas -salvo 

autorización respecto de tasas y contribuciones-, como se desprende del tenor literal del 

artículo 338 de la Constitución.” (…) (Subrayado fuera del Texto).

 
Pudiéndose colegir en líneas generales sobre el principio de legalidad que el mismo obedece a una 

cláusula general de competencia, que recae en cabeza de los órganos de representación popular los 

cuales son los únicos facultados por el ordenamiento constitucional para crear tributos, cualquiera 

sea su denominación tasas, impuestos y contribuciones, y determinar los elementos que de ellos se 

derivan tales como el hecho generador, la base gravable, la tarifa y los sujetos tanto activos como 

pasivos.

Así las cosas, en estricto sentido, y atendiendo que los aportes a salud y a pensiones desde el punto 

de vista netamente fiscal obedecen a contribuciones parafiscales y se rigen necesariamente por los 

principios de la imposición previstos en el artículo 338 de la Constitución Política de Colombia.

El art. 150 de la C.P. señala que corresponde al Congreso hacer las leyes y por su parte el artículo 

338 ibidem dispone: 

6 Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Cuarta, sentencia del 31 de mayo de 2012, Rad. 2004-01228 (18015), Consejera 
Ponente Carmen Teresa Ortíz de Rodríguez.  
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“ARTICULO 338. En tiempo de paz, solamente el Congreso, las asambleas 

departamentales y los concejos distritales y municipales podrán imponer contribuciones 

fiscales o parafiscales. La ley, las ordenanzas y los acuerdos deben fijar, directamente, 

los sujetos activos y pasivos, los hechos y las bases gravables, y las tarifas de los 

impuestos. 

La ley, las ordenanzas y los acuerdos pueden permitir que las autoridades fijen la tarifa 

de las tasas y contribuciones que cobren a los contribuyentes, como recuperación de 

los costos de los servicios que les presten o participación en los beneficios que les 

proporcionen; pero el sistema y el método para definir tales costos y beneficios, y la 

forma de hacer su reparto, deben ser fijados por la ley, las ordenanzas o los acuerdos. 

Las leyes, ordenanzas o acuerdos que regulen contribuciones en las que la base sea el 

resultado de hechos ocurridos durante un período determinado, no pueden aplicarse 

sino a partir del período que comience después de iniciar la vigencia de la respectiva 

ley, ordenanza o acuerdo.”

De acuerdo con lo anterior, no existe vulneración de estas normas ya que previa a la expedición de 

la resolución demandada si existen normas que consagran la obligación de los independientes de 

afiliarse y pagar a portes al sistema de seguridad social en salud y pensiones.

Conforme con los apartes normativos y jurisprudenciales citados, tenemos que desde la Ley 100 de 

1993 existe la obligación de afiliarse y cotizar al subsistema de Salud para los trabajadores 
independientes con capacidad de pago, término dentro del cual se encuentran incluidos 

los rentistas de capital.

A manera de conclusión debe señalarse que el IBC de los trabajadores independientes para el año 

2015 está determinado en el artículo 19 de la Ley 100 de 1993 modificado por el artículo 6 de la Ley 

797 de 2003 en concordancia con el artículo 1 del Decreto 510 de 2003 para el primer semestre y el 

artículo 135 de la Ley 1753 de 2015, para el segundo semestre.

Lo ampliamente expuesto es razón más que suficiente para que el presente cargo este 

llamado al fracaso.

CARGO SEGUNDO: FALSA MOTIVACIÓN 

Señala el demandante:
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Al respecto H. Juez, se desestiman los argumentos expuestos por el 
demandante con fundamento en las siguientes consideraciones:

Cabe precisar que la falsa motivación es un vicio del acto administrativo que, de configurarse, 

es causal de nulidad absoluta del mismo, y ocurre cuando “no existe correspondencia entre 

la decisión que se adopta y los motivos que se aducen en el acto administrativo como 

fundamento de la misma, o cuando esos motivos no son reales o no existen, o están 

maquillados, circunstancias éstas en las cuales se presenta un vicio que invalida dicho acto7”

Al respecto se ha pronunciado el Consejo de Estado mediante radicación número 25000-23-

25-000-1997-4005-01(1913-2000) del 27 de septiembre de 2001, exponiendo lo 

siguiente: “(…) La falsa motivación que vicia de nulidad un acto, es la que entraña desviación 

de poder, la presentación de motivos falaces para dar apariencia de legalidad a un acto, no 

el simple error en que pueda incurrirse en la parte considerativa de éste. (...)”.

De igual manera, mediante radicación número: 25000-23-27-000-2005-00279-01(16772) del 

16 de septiembre de 2010, el mismo órgano jurisdiccional expuso lo siguiente: 

“(…)es el vicio que afecta el elemento causal del acto administrativo, referente a los 
antecedentes legales y de hecho previstos en el ordenamiento jurídico para provocarlo, 
es decir, que las razones expuestas por la Administración al tomar la decisión, sean 
contrarias a la realidad. La causa o motivo de los actos administrativos (elemento 
causal) se conforma de los fundamentos de hecho y de derecho que son los que 
determinan la decisión que la Administración adopta, así cuando existe falsa 
motivación, se entiende que la sustentación fáctica en que se apoya no corresponde a 
la realidad(…)”.

De la jurisprudencia expuesta, se extrae que la falsa motivación del acto administrativo como 

causal de nulidad del mismo, requiere de dos elementos: (i) cuando los motivos que se 

exponen en el acto administrativo no tienen correspondencia con la realidad, es decir, son 

falsos, se tergiversaron, no ocurrieron, y (ii) que estos sean determinantes en la decisión que 

tomó la Administración.

7 Sala de lo Contencioso Administrativo – Sección. Referencia: 11001032700020100000100 del 13 de junio de 2012.
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Es necesario tener en cuenta que la motivación de los actos administrativos proferidos por 

esta Unidad, en lo que respecta a los procesos de determinación de las obligaciones en 

materia de Seguridad Social y Parafiscales, se encuentran debidamente soportados en las 

normas aplicables que avalan las razones que dieron lugar a los mismos.

Tenemos entonces, que en el documento escrito se plasman las disposiciones legales que 

fundamentan la existencia de las obligaciones para con el Sistema de la Protección Social y 

la forma de cumplirlas, así mismo se expone de manera amplia y detallada las omisiones en 

que incurrió la aportante, por tal razón, para comprender por qué motivos se adeuda una 

determinada suma de dinero al Sistema de la Protección Social, el aportante puede verificar 

las exigencias que trae la norma en el escrito del acto y verificar la aplicación de esa 

disposición legal, con el material probatorio aportado en debida forma y dentro de los términos 

legales.

Con todo lo expuesto, no se puede afirmar como lo hace la parte demandante que los actos 

demandados tienen una falsa motivación y que hubo falta de claridad y precisión, pues como 

ya se señaló, los mismos se encuentran debidamente motivados y explicados.

De conformidad con lo anterior, ruego al H. Despacho desestimar las afirmaciones del 

demandante por carecer de fundamentos facticos y jurídicos, como de la simple lectura de 

los actos demandados se evidencia. 

En consecuencia, Honorable Juez, el cargo no está llamado a prosperar.

Conforme con todo lo anterior y en aras de la primacía de la realidad, es que se deben negar las 

pretensiones de la demanda y los actos demandados deben ser confirmados en su integridad.

5, OPOSICIÓN A LAS PRUEBAS SOLICITADAS POR EL DEMANDANTE.

Solicita el demandante:

(…)

(…)

La anterior petición y practica de dicha prueba resulta inútil toda vez que los antecedentes 

administrativos del proceso de determinación N° 20171520058001586, se adjuntan a la 

presente contestación en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo numeral 4 parágrafo 1 

del Artículo 175 del CPACA. 

Por lo anterior, H. Juez, no resulta procedente el decreto y practica de esta prueba solicitada 

por la parte actora, súplica que debe ser despachada de manera desfavorable.
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IV. PETICIONES
 

PRIMERO: Solicito se me reconozca personería jurídica para actuar.

SEGUNDO: Solicito respetuosamente se NIEGUEN en su integridad las súplicas de la demanda 

confirmando la legalidad de los actos acusados, por encontrarse ajustados plenamente al 

ordenamiento jurídico y a los supuestos fácticos que le sirvieron de causa; sin que haya sido posible 

la demostración del quiebre de la presunción de legalidad con la que fueron expedidos, ante la 

infundada formulación de los cargos contenidos en la demanda y la insuficiente carga probatoria para 

accederse al restablecimiento del derecho proclamado.  

 

TERCERO: Solicito que se sirva condenar en costas a la parte actora, por resultar demostrado que 

la UGPP, actuó dentro de la normatividad constitucional y legal existente.

V. MEDIOS DE PRUEBA

Los antecedentes administrativos de proceso de determinación de las obligaciones frente al Sistema 

de la Protección expediente No. 20171520058001586, que adelanto mi defendida se aporta por 

enlace de Google Drive que contiene los antecedentes que dieron origen a los actos acusados, en 

cumplimiento de lo establecido en el numeral 4 parágrafo 1 del Artículo 175 del CPACA, a los cuales 

solicitó que se les dé el valor probatorito correspondiente. 

Enlace de Google Drive

https://drive.google.com/drive/folders/1zrwG_b8vewOJxeKGpgW-38eFp1-meuot?usp=sharing

Es importante resaltar en este punto que la Unidad maneja la Política de “cero papel” la cual  se 

encuentra en la Directiva Presidencial No. 04 del 3 de abril de 2012, la cual señala lo siguiente: “De 

conformidad con las Bases del Plan Nacional de Desarrollo 2010 - 2014, es propósito del Gobierno 

Nacional tener una gestión pública efectiva, eficiente y eficaz. Dentro de las estrategias principales 

para la implementación de esta política, se encuentra la denominada "Cero Papel" que consiste en 

la sustitución de los flujos documentales en papel por soportes y medios electrónicos, sustentados 

en la utilización de Tecnologías de la Información y las Telecomunicaciones. Esta estrategia, además 

de los impactos en favor del ambiente, tiene por objeto incrementar la eficiencia administrativa.” 

Directiva que fue aprobada como política de la UGPP, razón por la cual los Antecedentes 

Administrativos se allegan en medio magnético, no obstante lo anterior, si es necesario y el Despacho 

lo requiere, la Unidad esta presta a enviar los documentos que crea necesarios en físico.

VI. ANEXOS

1. Poder para actuar junto con sus soportes.  
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2. Enlace de Google Drive que contiene los antecedentes que dieron origen a los actos 

acusados

VII.  NOTIFICACIONES y AUTORIZACION DE NOTIFICACION ELECTRONICA

La Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la 

Protección Social – UGPP en la Av. Calle 26 # 69B- 45 piso 2 – Bogotá D.C.

AUTORIZÓ la notificación por medios electrónicos de las providencias que surjan dentro del proceso 

de conformidad con el artículo 205 del CPACA, para tal fin el correo es: pmartinezp@ugpp.gov.co y 

notificacionesjudicialesugpp@ugpp.gov.co

De la H. Juez, 

Atentamente,

PAULA INIRIDA MARTINEZ PERDIGON 
C.C. No. 20.677.897 de La Calera 
T.P. No. 122.327 del Consejo Superior de la Judicatura 
Celular: 2304480624
Email: pmartinezp@ugpp.gov.co


